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El mundo empresarial se alía para defender la legalidad en 

Cataluña 

29 de Septiembre de 2017 

El mundo empresarial, representado por sus organizaciones territoriales, se ha aliado para 

defender la legalidad en Cataluña, ante el referéndum anulado por la Justicia que ha 

convocado para este domingo el presidente de la Generalitat, Carles Puigdemont. 

El 27 de julio, más de un mes antes de que el Parlament de Cataluña aprobara la Ley del 

Referéndum y la Ley de Transitoriedad a comienzos de septiembre, a pocos días de la Diada, la 

Comisión Jurídica de Foment del Treball, la patronal catalana, ya alertaba de que la norma en 

la que se basa el plebiscito que mantienen las autoridades catalanas imponen una declaración 

unilateral de independencia exprés con una mayoría simple de votos que, en caso de llevarse a 

cabo, "supondría de hecho un golpe de estado jurídico contrario al derecho interno e 

internacional, y un ejercicio de enorme irresponsabilidad política de consecuencias 

impredecibles". 

La Comisión avisaba de que el derecho internacional no ampara el referéndum "porque sólo 

reconoce el derecho de secesión en los procesos de descolonización y en los casos de graves 

vulneraciones de los derechos humanos”. 

En la reunión del 13 de septiembre la Junta Directiva de CEOE también analizó la situación en 

la comunidad. En una declaración institucional CEOE destacaba la “profunda preocupación” 

ante la situación creada por la convocatoria del referéndum ilegal en Cataluña y por “su 

impacto en la confianza del mundo empresarial e inversor en Cataluña y en el resto de 

España”. 

La Confederación lanzó el siguiente mensaje: “Los empresarios siempre estamos con la 

legalidad y por el cumplimiento estricto de las leyes y la Constitución española, así como la 

legislación internacional, especialmente de la Unión Europea, que son las mejores garantías de 

la seguridad jurídica imprescindible para la competitividad de nuestras empresas”. Y daba su 

respaldo explícito a las autoridades: “Apoyamos todas las acciones que se consideren 

necesarias llevar a cabo con el objetivo de hacer cumplir la legalidad vigente”. 

 

El mismo día 13 por la tarde el Comité Ejecutivo de CEPYME analizó la deriva soberanista y 

recordó en un comunicado que “la base de la democracia es la Ley y cuando, sin competencias 

para ello, hay quienes pretenden imponer sus criterios contrarios a la misma, las instituciones 

tienen que tomar las medidas oportunas para que el Estado de Derecho se respete”. 

En esta misma línea se han manifestado las diversas organizaciones territoriales integradas en 

la CEOE, como la patronal andaluza, la de Castilla y León o la de Madrid. 
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El Comité Ejecutivo de la Confederación de Empresarios de Andalucía (CEA), acordó el 27 de 

septiembre, en su última reunión, “respaldar, por unanimidad, la propuesta presentada por su 

presidente, Javier González de Lara, ante la deriva nacionalista en Cataluña, y reiterar 

públicamente el compromiso firme de CEA con la Constitución, con la unidad de España y el 

íntegro respeto al orden democrático, así como la necesidad de que la sociedad civil responda 

de manera contundente ante la gravedad de actuaciones que pretenden quebrar el 

ordenamiento democrático y que tienen incidencia política, económica y social”. 

La patronal Madrileña CEIM, por su parte, ha destacado que “Cataluña es una parte 

importante, necesaria y querida de España” y pide que “se adopten todas las medidas 

existentes en nuestro ordenamiento jurídico para que nadie actúe por encima del marco 

normativo”. Los empresarios madrileños mostraban “su solidaridad con los empresarios 

catalanes, principales perjudicados de esta situación”. “Los principios de legalidad y de 

seguridad jurídica son instrumentos necesarios para posibilitar la convivencia y prosperidad de 

todos los españoles, por lo que resulta prioritario garantizar su respeto ante la situación 

creada por el Gobierno catalán”, remachaba el documento. 

Por su parte, la Confederación de Organizaciones Empresariales de Castilla y León (CECALE) 

mostraba su apoyo explícito en su última Junta Directiva, del 26 de septiembre, a las 

declaraciones de CEOE y CEPYME: “Existe un problema político de gran envergadura que debe 

afrontarse con la mayor urgencia posible y sentido constructivo para que no afecte a la 

convivencia social y prosperidad económica. A día de hoy, la incertidumbre es el sentimiento 

generalizado y, desgraciadamente, puede paralizar muchas inversiones y una deslocalización 

de empresas, con el consiguiente importante impacto comercial y financiero, y la pérdida de 

competitividad”. CECALE entiende que “las consecuencias de una hipotética separación de 

Cataluña del resto de España serían un desastre para la economía, para las empresas y para el 

bienestar de los ciudadanos". 

Desde CEOE Aragón, en la reunión del Comité Ejecutivo del 22 de septiembre, afirmaban que 

sus empresarios destacan “la muy intensa relación que mantienen ambas comunidades 

autónomas vecinas a lo largo de toda su historia y que ha fraguado vínculos familiares, sociales 

y, por supuesto económicos”. Y recordaban: “Las empresas aragonesas tienen a Cataluña 

como mayor destino de sus ventas exteriores, al tiempo que Aragón es uno de los principales 

clientes de Cataluña, con un volumen de compras superior a las exportaciones de la 

Comunidad vecina a cualquier país. Empresas de Aragón son, además, poseedoras de activos 

relevantes en ella”. 

También explicaban que “son muchos los aragoneses que viven, trabajan o tienen segundas 

residencias en Cataluña, Comunidad Autónoma donde declaran y pagan impuestos por estos 

bienes y actividades. Tanto es así que Cataluña es la segunda Comunidad Autónoma donde 

residen más aragoneses”. Ante esta situación defendían “su respaldo a que se adopten todas 

las medidas existentes en nuestro ordenamiento jurídico para que se cumpla la Constitución y 

el conjunto  de la legalidad vigente, que configura España como uno de los países más 

descentralizados del mundo. 

Consenso 



Todas las organizaciones empresarial, sin distinción, afirmaban que una vez que se impida que 

se materialice el desafío del 1 de octubre, hay que abrir vías de diálogo. CEOE aseguraba en un 

comunicado que existe “un problema político de gran envergadura que debe afrontarse con la 

mayor urgencia posible y sentido constructivo para que no afecte a la convivencia social y 

prosperidad económica”. “La no resolución afectaría negativamente a todos los ámbitos”, 

remachaba. 

Por su parte, Cepyme afirmaba que “todos tenemos que hacer un esfuerzo para facilitar la 

convivencia dentro de los márgenes que permite nuestro ordenamiento jurídico, y hacemos un 

llamamiento porque nunca es tarde para el diálogo”. 

La CEA de Andalucía señalaba, por su parte, que “una vez superado este desafío a la 

convivencia de todos y restablecida la legalidad vigente, será necesario abrir las vías de diálogo 

oportunas para que, con la participación de todos los españoles y de sus organizaciones 

políticas, sociales y empresariales representativas, se aborden las soluciones oportunas para 

recuperar la normalidad democrática. 

Y CEIM afirma que “en cualquier negociación futura, encaminada a aportar vías de solución, se 

evite favorecer a unas Comunidades Autónomas respecto de otras”. 

CECALE es partidaria  de que “dentro del respeto a la legalidad” se busquen “vías  de diálogo y 

negociación, que ayuden a buscar soluciones y facilitar la convivencia de los ciudadanos, 

dentro de los márgenes que permite nuestro ordenamiento jurídico”. Un discurso similar al de 

CEOE Aragón que ve “la necesidad de recuperar vías de diálogo para buscar soluciones que, en 

todo caso, nunca deberán basarse en favorecer a unas comunidades autónomas frente a otras 

ni en convertir el incumplimiento de la ley en valor o moneda de cambio para primar a unos 

territorios y ciudadanos sobre otros”. 

Sobre el diálogo tras el 1 de octubre, Foment del Treball ya avisó en verano que se "debe 

encontrar su solución por la vía de la negociación y dentro del respeto de los principios de 

democracia y legalidad".  
















